PROYECTO DE LEY

EL  SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS 

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

Ley

ARTICULO 1º: Establézcase que los autoservicios, supermercados y/o locales que expidan bebidas en el ámbito del territorio de la Provincia de Buenos Aires, no podrán cobrar precios diferenciados por la refrigeración de las bebidas.
ARTICULO 2º: El Poder Ejecutivo determinará la Autoridad de Aplicación de la presente Ley.

ARTICULO  3º: La Autoridad de Aplicación determinará las sanciones para aquellos establecimientos que infrinjan lo establecido en el artículo 1 de la presente.
ARTICULO  4º: Comuníquese al Poder Ejecutivo Provincial.    

FUNDAMENTOS

El presente proyecto de ley tiene por finalidad establecer que los autoservicios, supermercados y/o locales que expidan bebidas en el ámbito del territorio de la Provincia de Buenos Aires, no podrán cobrar precios diferenciados por la refrigeración de las bebidas. 


Fundamentalmente en supermercados, los consumidores se encuentran con que deben abonar un recargo por la compra de una bebida fría. A la hora de elegir una bebida fría, los consumidores suelen encontrarse con carteles que informar un recargo de $0,50 o $1 por la elección de una bebida refrigerada.

Esta iniciativa apunta a proteger y defender los derechos del consumidor y ello utilizando como base la Ley Nacional 24.240 referida a la Defensa del Consumidor. 
Las malas prácticas comerciales desbordan los límites de una conducta lícita autorizada por la ley de Defensa del Consumidor, por lo que su presencia acentúa dramáticamente la vulnerabilidad natural que cualquier consumidor tiene por la simple condición de ser “consumidor”: por ende estas desventajas dan como resultado, un acto ilegal. 
El sistema de protección de la Ley de Defensa al Consumidor como medida esencial de la política legislativa consciente de la función transformadora y emancipadora de la ley, especialmente en el marco del  orden constitucional determina que quedan equiparados  los consumidores a todas las personas, con el propósito de la protección contra las prácticas comerciales desleales y garantizar el trato digno, según lo determinado por la disposición general introducida en el Artículo 8 bis de la ley mencionada: “Trato digno. Prácticas abusivas. Los proveedores deberán garantizar condiciones de atención y trato digno y equitativo a los consumidores y usuarios. Deberán abstenerse de desplegar conductas que coloquen a los consumidores en situaciones vergonzantes, vejatorias o intimidatorias. No podrán ejercer sobre los consumidores extranjeros diferenciación alguna sobre precios, calidades técnicas o comerciales o cualquier otro aspecto relevante sobre los bienes y servicios que comercialice. Cualquier excepción a lo señalado deberá ser autorizada por la autoridad de aplicación en razones de interés general debidamente fundadas”.

Esto significa que en la sociedad postindustrial de consumo de masas en que vivimos, la protección al consumidor debe incluir a toda la comunidad, considerándola en el sentido amplio, es decir, incluyendo todos las personas que participan en ella difusa e indefinidamente pero que de alguna u otra manera están  expuestas al mercado de consumo.

Consumidor, por lo tanto no es sólo una persona que puede ser configurable en el ámbito puramente contractual, sino también relacionado con el ámbito pre-contractual. En este caso, la protección no se limita a alcanzar el potencial de los consumidores y usuarios, ya que al definir a los consumidores se incluyen a todas las personas – a toda la comunidad en su conjunto - a pesar de que existe la posibilidad de librar eficazmente diferentes relaciones de consumo, ya estamos entrando en el campo de los llamados derechos difusos, cuya especificidad debe desvincular la tutela de las concepciones individualistas clásicas. La protección de los derechos difusos no es una protección personal "colectivizada", es más, es la protección de la sociedad como tal.

En este caso en particular nos encontramos en una situación el trato digno y equitativo a los consumidores se encuentra vulnerado, por lo que se debe dar un mayor protección es una cuestión de primordial. 

El consumidor debe tener la posibilidad de usar una amplitud en la  elección en cuanto a lo que quiere comprar, y la empresa o comercio, en este caso limita a los consumidores en la adquisición de productos, ya que le agrega un cargo dinerario, que de hecho no tiene fundamento preciso para determinar su importe, a un producto que tiene un precio que ya está fijado, en cuyo caso se aplica un costo de servicio que menoscaba esa libertad de elegir un producto en un comercio, generando una situación de desventaja. Se estaría frente a una práctica abusiva y se estaría vulnerando el trato digno del consumidor.
Por lo tanto, debemos trabajar por el efectivo cumplimiento de la Ley de Consumidor, e impedir que los proveedores y comerciantes coloquen a los consumidores en situaciones intimidatorias exigiendo un precio diferenciado por un mismo producto.


Sin lugar a dudas, cobrar precios diferenciados por la refrigeración de bebidas atenta claramente contra la disposición de la ley de defensa del consumidor que exige que los proveedores deban garantizar las  condiciones de atención y trato digno y equitativo a los consumidores y usuarios.
Sólo a modo de ejemplo, podemos mencionar que la situación planteada se presenta generalmente en supermercados. No sucede lo mismo en kiosco, bares o restaurants. Y las condiciones de venta son exactamente las mismas. Se trata de comerciantes o proveedores que brindan un servicio.

Por los motivos expuestos, solicito el acompañamiento de mis pares para la aprobación del presente proyecto de ley.-


 

